Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 58 minutos) 


(Ingresa a Sala la delegación integrada por representantes de la Intergremial Marítima y Portuaria, del Sindicato Único de 
Trabajadores del Mar y Afines, de los Gremios Marítimos Pesqueros, del Centro de Maquinistas Navales y de la Unión de 
Capitanes y Oficiales de la Marina Mercante. ) 


-En nombre de la Comisión de Defensa Nacional, les damos la bienvenida y les ofrecemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LAURIDO.- Señor Presidente: soy Secretario del Centro de Maquinistas Navales, integrante de la Intergremial Marítima y 
Portuaria. Nos damos ese nombre cuando también concurrimos por actividades portuarias, con los trabajadores de la 
Administración Nacional de Puertos. En este caso también está presente un colega del Centro de Capitanes y Pilotos de la Marina 
Mercante. 


La problemática que nos acucia desde enero de este año tiene que ver con la aprobación del Decreto N* 19/003, del Poder 
Ejecutivo, reglamentario de la Ley N* 16.345, de marzo de 1993, que aprobara en todos sus términos el Convenio Internacional de 
la Organización Marítima Internacional sobre Normas de Formación, Titulación y Guardia para la Gente de Mar. 


Dicha ley, que como dije fue votada en el año 1993 por este Parlamento, nunca había sido reglamentada. De la letra expresa de la 
ley se determina que se aprobaba en todos sus términos el Convenio Internacional y se le daba competencia a tres Ministerios de 
nuestro país: el de Defensa Nacional, el de Relaciones Exteriores -por ser un Convenio internacional- y el de Educación y Cultura, 
que está directamente relacionado con la formación de la gente de mar. 


En lo que tiene que ver exclusivamente con el Centro de Maquinistas Navales, el 8 de abril del año pasado -hace ya un año- fuimos 
recibidos por esta Comisión, y en aquella oportunidad les presentamos una idea -no podemos decir que se tratara de un proyecto 
de ley- que ya hemos dado a conocer en otras instancias. Esta propuesta de nuestro Centro refiere exclusivamente a la educación 
marítima y en ella se expresa la voluntad de que finalmente en el Uruguay -tal como lo estableció el Legislador cuando aprobó el 
Convenio de 1993- se dé un paso hacia la unificación de la formación o de la enseñanza marítima. Pensamos que tendría que 
tratarse de un gran instituto que estuviera en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura o en algún organismo desconcentrado, 
pero no en la del Ministerio de Defensa Nacional, porque se trata de la actividad de los marinos mercantes civiles. 


El Convenio no sólo reglamenta lo relativo a la formación, sino que además menciona la titulación y la guardia. Con respecto a esta 
última, establece concretamente los horarios y las funciones que deben desempeñar los marinos mercantes. 


Lo cierto es que en el correr del año pasado, cuando se supo que existía un proyecto de decreto, concurrimos a esta Comisión y 
dijimos que teníamos miedo de no tener tiempo de conocer su contenido antes de que el Poder Ejecutivo lo aprobara, puesto que 
sabemos que el período que antecede a la aprobación puede ser muy exiguo. 


En aquel momento, el entonces señor Senador Fau expresó que sabía de la existencia de un proyecto de ley sobre el tema, pero 
desconocía si se refería a lo que nosotros pensábamos, es decir, al decreto reglamentario de la Ley N* 16,345. 


El año pasado tuvimos conocimiento de que el Ministerio de Educación y Cultura había recibido, de parte de la Armada Nacional y, 
por lo tanto, del Ministerio de Defensa Nacional, un proyecto de decreto para su estudio. Luego de esto, tuvimos una instancia en el 
Ministerio de Educación y Cultura y, a propuesta del Centro de Maquinistas Navales y de la Comisión de Educación del PIT-CNT, se 
convocó a una negociación o a un intercambio de ideas con otros gremios, como UCOMAR y el Centro de Capitanes y Oficiales de 
Marina Mercante. También se convocó a la UTU, porque ésta no sabía -y, por lo tanto, tampoco tenía conocimiento la ANEP- que el 
Ministerio de Defensa Nacional había terminado de elaborar ese proyecto de decreto. Entonces, se dieron varias instancias en el 
ámbito del Ministerio de Educación y Cultura, con reuniones mensuales, a las que nunca fue convocado, por ejemplo, el SUNTMA, 
que es el sindicato que nuclea a los marineros, y fue el Centro de Maquinistas el que hizo las gestiones pertinentes para que se lo 
convocara. Finalmente, en la última reunión que tuvo lugar en diciembre, fue convocado el sindicato de los patrones de pesca. Lo 
cierto es que, convocados para una próxima reunión para fines de enero de este año, nos enteramos de que el decreto había sido 
aprobado sin ninguna corrección. Es más; la sección jurídica de ANEP-UTU le dio vistas y le solicitó al Ministro de Educación y 
Cultura que no firmara el decreto tal como estaba redactado, porque encontraba que, en razón de la redacción dada por el 
Ministerio de Defensa Nacional, se estaba haciendo una invasión directa a las competencias que le otorga la Constitución y la Ley 
de la Educación del año 1985. Inmediatamente hicimos las recusaciones de revocación ante el Poder Ejecutivo. Nos presentamos 
en el Juzgado de 1? Instancia, pero también ANEP-UTU hizo las recusaciones correspondientes. 


En febrero tuvimos una entrevista con el Ministro Fau, junto con el licenciado Bonilla y la profesora Fanny Arón. Se llegó a un 
acuerdo entre el Ministerio de Defensa Nacional y los representantes de la educación. Ambas partes decidieron sentarse a discutir 
un nuevo articulado donde se vieran salvadas las competencias de la ANEP-UTU. Cabe aclarar que nosotros no fuimos tenidos en 
cuenta. Más aún; el Ministro Fau dijo al Centro de Maquinistas que se iba a comunicar con el Contraalmirante Daners para ver qué 
posibilidades había de que el Centro de Maquinistas tuviera alguna instancia de diálogo para opinar sobre un tema que compete 
pura y exclusivamente a los marinos mercantes. Luego tuvimos una instancia con el Contraalmirante Daners, donde se volvió a 
señalar que se veía la clara necesidad de que integráramos, no esa Comisión porque era propia de la ANEP-UTU para corregir el 
articulado, sino otra. Lo cierto es que aún no hemos tenido esa instancia. Nos debemos presentar al Juzgado el próximo día 10 y le 
vamos a decir a la Jueza que no hemos tenido ninguna instancia sobre el tema, porque ella nos pide que le relatemos los avances 
que hemos tenido. 


Esto pone en tela de juicio la constitucionalidad, la letra del decreto. La semana pasada fuimos recibidos por la Comisión de 
Educación y Cultura del Senado y el miércoles tendremos una instancia en la Cámara de Representantes donde seremos recibidos 


por la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, ya que el decreto, que es pura y exclusivamente 
reglamentario de una ley, introduce otras cosas, intentando reglamentar un Convenio -o parte de él- que el Uruguay no firmó. Se 
trata de un Convenio sobre formación para los buques pesqueros, que ni siquiera tiene vigencia en el mundo porque sólo tres 
Estados lo han aprobado. Por la vía de este decreto también se intenta reglamentar disposiciones marítimas o circulares internas 
por parte de la Prefectura Nacional Naval. 


Entendemos que la letra del decreto es contradictoria. Por ejemplo, otorga competencias o intenta sentar en una mesa, en una 
Comisión Coordinadora sobre este decreto, a un instituto puramente militar, como es la Escuela de Especialidades de la Armada, 
que no es de formación para marinos mercantes sino un centro de adiestramiento para sus propios marinos de guerra. Sin 
embargo, en este decreto se crea una Comisión o Unidad que va a regular el convenio, donde va a tener un voto, además de otras 
instituciones de la Armada, como la Dirección de Personal Naval (DIPEN), la Escuela Naval, la Dirección de Marina Mercante, todos 
dependientes del Comando General de la Armada. La Escuela de Especialidades de la Armada forma personal subalterno de la 
propia Armada. 


Los compañeros que han egresado de los cursos mercantes de la Escuela Naval, ya sean pilotos, capitanes o maquinistas, van a 
estar representando a esa Escuela, pero porque en su calidad de formar oficiales para la Marina de Guerra, también los forma para 
la Marina Mercante. Sin embargo, la Escuela de Especialidades de la Armada sólo forma personal subalterno exclusivamente para 
la Armada; no es un instituto de formación ni de adiestramiento para la Marina Mercante. Pero con un voto en tres, van a tener un 
lugar que va a depender del Comando General de la Armada. Así podríamos mencionar muchos aspectos más. La forma que se 
establece allí, en cuanto a que los oficiales que dejan de estar en actividad pasan a la Marina Mercante y se adecuan al Convenio 
ZSW 95 -esa es su sigla en inglés- está por fuera del contexto de lo que es la realidad de nuestra Marina Mercante, con una crisis 
por todos conocida y con una falta total de buques mercantes, ya que sólo nos quedan buques de transporte y tres o cuatro buques 
de cabotaje. Sin embargo, los oficiales de la Armada van a pasar a estar integrados dentro del referido Convenio, cuando es 
clarísimo que el Convenio Internacional dice que no tiene aplicación en los buques de guerra, ni de madera de construcción 
antigua, ni de recreo. Esos buques están fuera del Convenio, según la Ley N* 16.345. Si decimos que no tiene aplicación en los 
buques de guerra, ¿cómo, entonces, los militares, que están arriba de esos buques de guerra que no están contemplados en el 
Convenio, van a pasar dentro del propio Convenio con las categorías que va a estudiar una Dirección de la propia Armada 
Nacional? 


Creemos que esta situación merecía que viniéramos a informar a la Comisión de Defensa Nacional. Se trata de una cuestión muy 
importante para nosotros, ya que corremos el riesgo de quedar fuera de lo que se llama la "lista blanca" de la OMI. Esta 
Organización Marítima Internacional contempla lo que se denomina la "lista blanca", que está integrada por los países que se 
considera tienen la mejor titulación y los documentos más fidedignos. 


A nivel mundial, aparecen grandes controversias con la documentación; al Uruguay le ha costado mucho, pero integra esa "lista 
blanca". Por ejemplo, podemos decir que a la República de Chile le ha sido suspendida su titulación por haber sido otorgada por un 
organismo militar. Ahora están haciendo el cambio para traspasar toda la documentación de su titulación hacia áreas de otro 
Ministerio. Decir que estamos fuera de la "lista blanca" significa, necesariamente, perder trabajo a nivel internacional, porque aquí 
no lo tenemos. 


Esta es nuestra inquietud y espero que, de aquí en más, la Comisión de Defensa Nacional pueda manejarse con todos los 
elementos de juicio para comprender la importancia que tiene para nosotros que esto sea reglamentado, contando con la opinión 
de quienes vamos a ser partícipes directos. O sea, instituciones que no son las directamente involucradas están reglamentando 
nuestra carrera, nuestra forma de ascender, cómo nos incorporamos al mercado laboral, etcétera. 


Tal vez los otros compañeros o los capitanes, que también sufren directamente este tema, tengan algo para agregar, sobre todo por 
la gran desocupación que existe en nuestra Marina Mercante. 


Muchas gracias. 
SEÑOR FRANCO..- Soy miembro de la Comisión Directiva del Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines. 


En primer lugar, nosotros impugnamos "in totum" la filosofía del decreto, pues apunta a poner bajo la égida de una institución militar 
todo lo que es la formación del marino civil. Por otro lado, también impugnamos el hecho de que elimina lo que todo el Convenio 
Internacional recomienda, que es la participación de las organizaciones internacionales. Me refiero a los ámbitos tripartitos, donde 
se respeta el principio de representatividad y donde, por lo tanto, tenemos la posibilidad de opinar en la materia que nos afecta. 
Este decreto elimina estas dos cosas. 


Por otro lado, impugnamos el hecho de que, como decía el señor Laurido, el decreto incursiona en las relaciones laborales. 
Nosotros fuimos recibidos en otra oportunidad por esta Comisión, en la cual estamos impugnando una resolución marítima, 
mediante la cual se saca, por ejemplo, la Dirección de Marina Mercante, y tiene una especie de reglamentación interna cuyo ámbito 
es solamente la actividad a la cual abarca. En esa resolución, que en su momento llevó el número 001 y después fue modificada 
por la número 005, dejaba en manos de los empresarios la determinación tanto de la tripulación mínima de seguridad como de la 
tripulación necesaria para la explotación comercial del barco -más allá de que la autoridad marítima se reservaba el derecho de 
fiscalizar la decisión que tomaran- lo que contraviene disposiciones concretas, como la Ley N* 16.387 y el decreto reglamentario N* 
426. 


Quiero aclarar que nosotros nunca cuestionamos el hecho de que la determinación de la tripulación mínima de seguridad -que, se 
sobrentiende, es aquella necesaria para trasladar el barco de un punto a otro con seguridad- estuviera a cargo de la autoridad 
marítima. Pero la determinación de la tripulación necesaria para la explotación comercial siempre se ha hecho por la vía de la 
negociación, en la cual el empresario, el armador, estaba representado por su Capitán o por la persona que él designara, y las 
tripulaciones estaban representadas por las organizaciones profesionales. Así se determinaba -de acuerdo con las características 
del barco, la actividad que iba a desarrollar, etcétera- cuál era la cantidad de personal necesario para operar. A tal punto esto es así 
que la Ley N* 16.387 establece claramente que, una vez que se llegue a un acuerdo y se determine la cantidad de personal 
necesario, la tripulación quedará como convenio colectivo. 


En esta resolución, en cambio, se dejaba en manos del empresario, en forma unilateral, la determinación de la tripulación mínima 
de seguridad y de la tripulación para protección comercial. La experiencia nos indica que generalmente un empresario va a buscar 
que la tripulación sea lo más reducida posible, por un tema de costos; nosotros decimos que, si fuera posible fletar los barcos sin 
control remoto, lo haría sin tripulación. En definitiva, entonces, esta resolución quita lo que está establecido por uso y costumbre, 
por la propia normativa y por los Convenios internacionales; incluso, si apelamos al Derecho Comparado, lo vamos a encontrar en 
muchas Marinas en el mundo. Por eso nosotros la impugnamos, pero ahora se incorpora, por la vía de los hechos, un decreto que 
institucionaliza este mecanismo por el cual, para decirlo en criollo, se nos "saca de la troya" a los trabajadores. 


Por último, quería complementar lo que decía el señor Laurido en cuanto a que ANEP-UTU lo impugna -por eso hemos pedido una 
reunión con la Comisión de Constitución y Legislación- por inconstitucional, en base a algunos elementos que también él 
mencionaba. 


Quiero terminar diciendo que por todas estas cosas es que nosotros recurrimos al Parlamento. Al haber sido eliminada nuestra 
participación en ese ámbito, solamente nos queda recurrir al Parlamento y dentro de él a esta Comisión para que tome cartas en el 
asunto y pueda ayudarnos a superar esta situación. 


SEÑOR LARROSA.- Participo de esta reunión en mi calidad de integrante de la Directiva del SUNTMA. 


Además de lo que manifestaron los compañeros, quería agregar un par de cosas. En primer lugar, en la mayoría de los países del 
mundo, la titulación y la enseñanza marítima se encuentran en manos de Ministerios, como el de Fomento y otros, que están fuera 
del Ministerio de Defensa. 


Por otro lado, en el artículo 98 de este decreto se plantea a nuestro criterio un disparate mayúsculo. Dice que se le cobra al 
Capitán, Oficial o tripulante que no tenga los papeles en regla y esté a bordo, la suma de UR 10.000, que actualmente equivale a 
algo más de dos millones de pesos. Reitero que eso es un disparate, porque si hay una infracción sería por parte de la empresa, 
que tomó un tripulante que no tenía los papeles en regla, pero no del tripulante. 


Además creemos que en esta situación hay competencia de poderes con el CODICEN y con la ANEP. No sabemos qué 
determinación tomará esta Comisión en su oportunidad, si es que entiende que debe hacerlo, pero creemos que en este problema 
hay tres vías posibles o quizá más. Por un lado se podría modificar la Ley N* 16.345, no sé si integrando a los Ministerios de 
Transporte y Obras Públicas y el de Trabajo y Seguridad Social. Como decía el compañero, esto tiene varias puntas, y por eso 
hablaba de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, ya que hay temas de trabajo, de 
enseñanza y demás, con los que aquellos Ministerios, más el de Educación y Cultura, tienen relación. También pensamos en una 
ley interpretativa o lo que esta Comisión entienda conveniente. Lo fundamental es que este decreto, así como está, es desde 
nuestro punto de vista inconstitucional. 


Se pretende asimismo monopolizar la enseñanza de titulación e información, teniendo en cuenta que los institutos de enseñanza no 
tienen potestad alguna. Además, en el CODICEN se planteaba hacerlo por consenso, pero los consensos no existen cuando el 
Ministerio de Defensa, a través de la Armada, establece que el DIPRE, la Escuela de Especialidades de la Armada y otros tienen 
que estar. Entonces no hay consenso, porque son cuatro organismos que representan la misma cosa. 


Por eso creemos que esta Comisión, dentro de sus facultades, tendrá que ver qué es lo que puede hacer y qué está a su alcance 
con respecto a este tema, a fin de resolver una situación en la que nosotros no hemos tenido ni tenemos participación después de 
haber estado mucho tiempo hablando con autoridades del Ministerio de Educación y Cultura, con la UTU, con la Dirección Registral 
y con el Director de la Marina Mercante buscando los consensos. Nos han dejado "fuera de la troya"; no tenemos "arte ni parte" a 
pesar de que somos los directamente involucrados y los que más derecho tenemos a pronunciarnos sobre esta situación. 


Como decían los compañeros del Centro de Maquinistas, el Contraalmirante Daners planteó que se iba a formar una Comisión 
Coordinadora en la que se iba a discutir, con todas las partes directamente involucradas, en la búsqueda de consensos para 
revertir esta situación. Al día de hoy salió un decreto y no sé si lo van a modificar por otro, pero lo cierto es que para nosotros la 
situación continúa incambiada. 


SEÑOR BASILE.- El anhelo de los gremios marítimos es pasar a la órbita civil -ya sea enseñanza o titulación- pero por distintas 
circunstancias no lo hemos podido llevar a la práctica. Voy a citar dos ejemplos de lo que sucede por el hecho de estar en la órbita 
del Comando General de la Armada o de la Prefectura Nacional Naval. Desde hace años los exámenes que debemos rendir para 
subir de categoría son tomados en la Prefectura Nacional Naval ante uniformados. No sé si eso está bien o mal, pero nosotros 
queremos cambiar esa situación. Yo soy un civil y no tengo por qué dar exámenes ante uniformados. A su vez, actualmente, los 
certificados por ascensos, por ejemplo, de tercer maquinista a cuarto maquinista o de primer piloto a capitán, se cobran de $ 3.000 
a $ 4.000; y los cursos que hay que dar para estar habilitado a navegar cuestan entre U$S 100 y U$S 200. Eso no lo queremos. 
Todos sabemos cuál es la situación del país, donde prácticamente no existe Marina Mercante, y a pesar de ello se nos ponen estos 
inconvenientes para navegar, además de otras cosas que se incluyen en el decreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión recoge con la seriedad del caso el planteamiento que están haciendo. Este es un decreto que 
lleva la firma de tres Ministerios: Defensa Nacional, Relaciones Exteriores y Educación y Cultura. Por el ámbito de competencia de 
esta Comisión, nosotros vamos a tomar contacto con el Ministerio de Defensa Nacional. Además, próximamente tendremos una 
reunión con el Ministro, por lo que lo pondremos en antecedentes -vamos a hacerle llegar la versión taquigráfica de esta reunión- e 
intercambiaremos ideas sobre el planteamiento, ya que ese es el mecanismo que nosotros podemos utilizar dentro de las 
competencias de esta Comisión. 


Creo que ustedes han hecho bien en acudir a la Comisión de Educación y Cultura y tal vez no sea desacertado que también lo 
hicieran en la órbita de Relaciones Exteriores, ya que son esos los Ministerios que suscriben el decreto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR LAURIDO.- Si me permite, quisiera hacer entrega de un material. En el día de hoy a las 15 horas fuimos recibidos por la 
Comisión de Legislación del Trabajo por una circular de la Prefectura Nacional Naval. El caso es que otro maquinista fue bajado de 
un pesquero debido a que el empresario se acogió a una disposición marítima que sacó la Prefectura en setiembre del año pasado, 
que revocaba una de enero de 2000. Entonces, el otro barco pesquero quedó con un solo maquinista para navegar. Ya había sido 


bajado en el año 2000, siguiendo esta circular. El año pasado la modificaron, le quitaron la limitante de los 24 metros de eslora y 
ser buque de media altura. Entonces, ahora, en el caso de cualquier buque nacional pesquero, la empresa puede presentarle a la 
Prefectura un proyecto para reducir la tripulación de máquinas. 


Como decía, les dejo este material del que no tuve oportunidad de hacer copias pues recién vengo de la otra Comisión. 

SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Defensa Nacional agradece la visita de los representantes de la Intergremial Marítima y 
Portuaria, Gremios Marítimos Pesqueros, Centros de Maquinistas Navales y de la Unión de Capitanes y Oficiales de la Marina 
Mercante. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 18 y 30 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


